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Acta N° 141 de mayo 4 de 2018
  



Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados Leandro Giraldo, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación regionales de Risaralda y Antioquia, y la Alcaldía Municipal de Medellín.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de los derechos que citó como “art. 13, 29, 83 CN, art. 84 ley 472/98, comisión interamericana de usuarios de justicia”, contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira.
Explica que actúa en la acción popular “2015-1377”, donde el juzgado accionado se niega a cumplir lo que ordenan los artículos 5 y 84 de la ley 472 de 1998, la ley 270, los artículos 8, 42 y 121 del CGP, tampoco decreta desistimiento tácito, ni da impulso oficioso a la acción popular desde hace 3 años. 
Como consecuencia de ello, solicita que se ordene al funcionario encartado “aplicar art 5,84 ley 472/98, art 8, 82 CGP, sent C.Cons C-221/17, art 121 CGP y de no aplicar por favor pido se me informe en derecho q’ acción legal puedo impetrar, para q la juez cumpla ley 734/02 ya q no aplica art 84 ley 472/98” (ii) que le suministre copia de todas las acciones populares que tramita desde el año 2015; (iii) que decrete desistimiento tácito; (iv) que pruebe en derecho si el CGP derogó lo reglado en la ley 472/98; y (v) al procurador delegado, informar si ha actuado en derecho en la acción popular de marras
 



Se le dio impulso a la acción; se ordenaron las citadas vinculaciones y se decretaron pruebas.





El municipio de Medellín, refirió la falta legitimación en la causa por pasiva y solicitó su desvinculación.
La Procuraduría General de la Nación, regional Risaralda, informó sobre su intervención en las acciones populares, e indicó que su función está encaminada a la protección de los derechos colectivos, conforme su estructura administrativa desconcentrada.

La Procuraduría General de la Nación, regional Antioquia, solicitó su exclusión y solicitó conceder el amparo al demandante en lo que toca con la orden para que el juzgado accionado de un impulso oficiosos a la acción.
El Juzgado remitió las copias pedidas e indicó que el accionante no ha realizado gestión alguna tendiente a notificar a la entidad demandada del auto admisorio, ni para hacer la publicación del aviso a la comunidad. 
CONSIDERACIONES

Se recuerda que la acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten quebrantados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.
  



Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados y, de manera puntual, porque considera el actor, que no se da impulso oficioso a la acción popular que trajo a colación.
  



En forma reiterada se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-573 de 2017, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegado en el proceso judicial respectivo, si ello es posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, para la Sala, las solicitudes del accionante se tornan improcedentes. Así se afirma, porque, primeramente la queja que deviene por la negativa del juzgado encartado en dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 84 de de la ley 472 de 1998, fue una decisión adoptada el 2 de diciembre de 2016 (pág. 29, cd f. 15vto), lo que indica que entre esa fecha y la de promoción de esta acción, transcurrieron más de seis meses, término que la jurisprudencia se ha encargado de señalar como prudencial, para no caer en la falta del presupuesto de la inmediatez.





La acción de tutela se caracteriza por su urgencia, atendiendo la especial naturaleza que la envuelve, esto es, de protección inmediata de derechos fundamentales amenazados o violados, por lo que se exige, precisamente, que ante una situación que vaya en desmedro de los mismos, debe acudirse prontamente a su uso. 
No sobra recordar que de tiempo atrás y constante la Corte Constitucional ha venido sosteniendo que el principio de inmediatez se erige como un requisito de procedibilidad de la acción de tutela
. Así también, en sede constitucional, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha sostenido idéntico criterio
. 

Por consiguiente, pasados alrededor de 17 meses, desde aquella decisión que consideró el actor violatoria de su derecho fundamental al debido proceso, sin que se hubiera acudido con diligencia a este remedio residual cae la cuestión en la anotada improcedencia, tanto más cuando en este caso, no se acreditó una condición especial en el accionante que pudiera hacer flexible el análisis de dicho requisito.  
Por otra parte y en relación con las solitudes relacionadas con que se de aplicación a las disposiciones normativas citadas en precedencia, halla la Sala que lo reprochado se torna improcedente, por cuanto uno de estos presupuestos generales es inexistente, concretamente el que tiene que ver con que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso. 


 

Se tiene, que lo pedido en este trámite
, no ha sido solicitado expresamente a la juez de la causa; del cartulario remitido por la célula judicial, no se encuentra ningún memorial en el que esté, siquiera implícita, alguna de las peticiones invocadas en la presente acción de tutela; palmariamente se ve que lo último sucedido en ese trámite es una actuación del 2 de diciembre de 2016 (pág. 29, cd f. 15vto), en la que se resolvió una solicitud en torno a la aplicación del artículo 84 de la ley 478 de 1998, sin que antes de ese proveído se observe algún pedimento, siquiera similar a los que por esta especial senda impetra el demandante.

  



Y es que solo a partir de que el Juzgado Tercero Civil del Circuito se pronuncie por intermedio de su titular, en relación a las referidas peticiones, es que, la jurisdicción constitucional, podría empezar a analizar si la posición del funcionario exhortado, lesiona algún derecho fundamental, particularmente el del debido proceso, que ahora se menciona.

   



Como no ha se procedido en esa forma, es inviable que esta Corporación se anticipe a alguna posición por parte de la funcionaria. 

  



Por tanto, sin que haya lugar a discernimientos adicionales, se declarará la improcedencia anunciada, lo que incluye la solicitud relacionada con la dispensación de copias al juzgado de origen, información sobre su gestión al procurador delegado y pues dichas solicitudes, tal como se evidencia en la copia del expediente remitido, tampoco obran en la acción popular de la referencia; también es improcedente la solicitud de ordenar vigilancia judicial o administrativa al expediente, pues es del resorte del mismo interesado acudir ante la autoridad competente para ventilar lo que estima un desafuero del Juzgado. 
  



Se absolverá a los demás intervinientes, por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.


 

DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira.
Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
 
� Sentencia C-543-92


� Así se dijo, por ejemplo, en las Sentencias T-959, T-1029, y T-1048 de 2008, y más recientemente en la sentencia T-038 de 2017.


� Sentencia de agosto 25 de 2014, radicación 11001-02-03-000-2014-01789-00, M.P. Margarita Cabello Blanco; sentencia STC4343-2018, del 5 de abril de 2018, M.P. Octavio Augusto Tejeiro Duque.





� Es decir la aplicación en la acción popular de lo reglado en el artículo 5 de la ley 472 de 1998, los artículos 8, 82 y 121 del CGP, lo establecido en la sentencia C-221/17, así como que se le informe qué acción procede para obligar al juez para que acate lo dispuesto en el artículo 84 de la lay 472 de 1998, o que decrete desistimiento tácito y que pruebe en derecho si el CGP derogó la ley 472 de 1998.
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